SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°002
RADICACIÓN: 660012204000201900012-01
ACCIONANTE: LUIS EMILIO CORTÉS TABORDA
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / ANTE AUTORIDADES JUDICIALES / SI SON DE CARÁCTER ADMINISTRATIVO DEBEN RESOLVERSE CONFORME AL CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / LAS PETICIONES DE CARÁCTER JURISDICCIONAL DEBEN RESOLVERSE CONFORME AL PROCEDIMIENTO PROPIO DE CADA JUICIO.
… debe indicarse que tal petición por tratarse de un trámite netamente administrativo y no jurídico, deben ser atendidas  dentro de los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el C.P.A.C.A, como así lo tiene sentado la jurisprudencia, véase:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso y del derecho al acceso de la administración de justicia, en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 

                                      RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (06) de febrero dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación No. 087
Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor LUIS EMILIO CORTÉS TABORDA contra la Fiscalía Seccional de Santa Rosa de Cabal (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y de petición.     

2.- SOLICITUD 

Expresa el señor CORTÉS TABORDA que formuló denuncia ante la Fiscalía Única Seccional de Santa Rosa contra EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA por falso testimonio y aunque solicitó información del mismo no le fue respondida; igualmente pidió a la Procuradora Delegada en Asuntos Penales una intervención en dicho trámite, pero tampoco ha recibido respuesta, por lo cual se le han quebrantado sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición.

Reclama en consecuencia el amparo de las garantías aludidas y se ordene que en un término no mayor de 48 horas respondan su solicitud y que la Procuraduría le asigne un Procurador para que intervenga en el caso.

3.- CONTESTACIÓN

Del trámite constitucional se corrió traslado a las Fiscalías Seccionales con sede en Santa Rosa de Cabal y a la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales, e igualmente se vinculó de manera oficiosa al Coordinador de Procuradurías Judiciales Penales de Pereira, a quienes tienen la calidad de intervinientes en el proceso que se surte contra EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA –indiciado o imputado, defensor, apoderado de víctimas, agente del Ministerio Público-, a la Fiscalía 8ª Seccional de Dosquebradas (Rda.) y al Procurador 149 Judicial II Penal. Al respecto se pronunciaron los siguientes:
- La Fiscal 8ª Seccional de Dosquebradas (Rda.), aduce que dicha fiscalía mediante oficio de 075 de enero 21 de 2019, respondió al señor LUIS EMILIO CORTÉS la petición que inicialmente envío a sus homólogos de Santa Rosa de Cabal, donde le indica que el proceso, con radicación 660016000036201605836 que se tramita por falso testimonio se encuentra en etapa de indagación con orden a la policía judicial y pendiente de respuesta del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa.  Aduce que al haber sido satisfecho lo requerido por el actor, la tutela no procede, al presentarse un hecho superado, y no evidenciarse la vulneración de sus derechos fundamentales, al adelantarse las labores investigativas tendientes a esclarecer los hechos y recolectar elementos probatorios que les permita adoptar una decisión de fondo.
- El Procurador 151 Judicial II Penal, como Coordinador de las Procuradurías Judiciales Penales de Pereira, señala que mediante petición suscrita por el señor LUIS EMILIO CORTÉS y recibida en esta capital en noviembre 16 de 2018, donde solicitaba a la Procuradora Delegada en Asuntos Penales la designación de un funcionario para que adelantara las investigaciones dentro del proceso por falso testimonio que se sigue contra EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ Y JULIO CÉSAR MARIN ESPINOZA, por parte del Procurador 149, con el fin de contar con elementos para atender tal petición, se requirió por oficios de noviembre 26 de 2018 al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa y al Director Seccional de Fiscalía para que informaran lo pertinente, de lo cual se le comunicó al señor EMILIO CORTÉS por oficio de esa misma fecha. Agrega que al momento no se ha obtenido respuesta alguna, pero aun así la entidad atendió dentro de la oportunidad oportuna la petición del accionante, y una vez se cuente con los datos de dichas autoridades, se realizaran las actuaciones y evaluaciones del caso.  Considera que al no haberse vulnerado los derechos del actor la pretensión constitucional, está llamada a ser desatendida.

- La fiscal 30 Seccional de Santa Rosa de Cabal (Rda.), indica que en ese despacho no se tiene ni se ha tenido investigación donde figure como víctima LUIS EMILIO CORTÉS, y al revisar el SPOA aparecen dos casos por falso testimonio en las fiscalías 8ª de Dosquebradas y 19 de la Unidad de Indagación de Santa Rosa, pero con un procesado diferente al referido por el accionante.  Estima por lo tanto, que no ha vulnerado derecho fundamental alguno.

- La fiscal 19 Local de la Unidad de Indagación de Santa Rosa de Cabal, señala que con radicación 666826000085201600959 se tramita denuncia formulada por el actor en contra de JULIO CÉSAR MARÍN ESPINOSA, la cual cursa desde el año 2016 y se encuentra en etapa preliminar, habiéndose ordenado el programa metodológico en enero 03 de 2018, el cual aun se no se ha respondido; así mismo, señala que obra petición de enero 30 de 2018 cuya respuesta se le remitió al actor, aunque no reposa ninguna solicitud de octubre 30 de 2018 dirigida a su despacho.  Agrega que el caso data del año 2016 y que recibió ese despacho en julio 03 de 2018 con aproximadamente 960 carpetas y actualmente cuenta con 1060, por lo cual no ha podido ser impulsada la investigación frente a MARÍN ESPINOSA, aunque ello no fue lo que motivó la tutela.
- Por parte de la Sustanciadora de la Procuraduría 149 Judicial II Penal, se indicó que el titular de ese despacho se encontraba en compensatorio, y al darle a conocer al Coordinador de Procuradurías de tal situación, este le refirió que ya se pronunció sobre los hechos de la tutela y se tomaron las medidas pertinentes.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; de ser afirmativo, se establecerá cuál es la actuación que deben realizar la fiscalía involucrada a efectos de cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En este evento, el señor CORTÉS TABORDA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de las entidades demandadas se responda a la petición que les fuera enviada en octubre 30 de 2018, para que tanto la Fiscalía de Santa Rosa como la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales respondan lo pertinente; así mismo solicita el amparo de su derecho al debido proceso, al parecer, para que se dé celeridad a la denuncia que interpuso en contra del ciudadano EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA.

Respecto al derecho de petición que estima quebrantado, por cuanto ninguna información se le ha otorgado por parte de la Fiscalía, en relación con las decisiones adoptadas a raíz de la denuncia formulada, debe indicarse que tal petición por tratarse de un trámite netamente administrativo y no jurídico, deben ser atendidas  dentro de los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el C.P.A.C.A, como así lo tiene sentado la jurisprudencia, véase:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Precisamente en lo atinente al derecho de petición, la Corte Constitucional desde otrora ha referido:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.” -negrillas fuera de texto-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Y en este evento en particular, se evidencia que el actor encaminó la petición a la “Fiscalía Única de Santa Rosa de Cabal”, cuando en dicha municipalidad existen varias Fiscalías, tanto seccionales como locales. No obstante, frente a su reclamo se aprecia que de este se dio traslado a la Fiscalía 8ª Seccional de Dosquebradas, despacho al que le correspondió tramitar la investigación por falso testimonio en contra de EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA, bajo radicación 660016000036201605836, y la cual le informó lo apropiado mediante Oficio 075 de enero 21 de 2018.

De lo allí respondido, confrontado con lo pedido por el accionante, se desprende que la Fiscalía fue muy parca en dicha misiva, en tanto se limitó a indicarle que el trámite “se encuentra en etapa de indagación, con orden a la policía judicial”, sin manifestarle al interesado la existencia o no de decisiones adoptadas en dicha trámite preliminar, y de no haberse dado decisiones en el caso, cuál es la causa para ello, que fue precisamente lo requerido en la solicitud.
Si bien entiende la Corporación que por encontrarse el asunto en una etapa primigenia de la investigación, ello implica que al parecer no se han adoptado providencias de fondo, tal situación debió serle explicada al actor, quien muy seguramente desconoce los procedimientos que se adelantan por parte de la Fiscalía en el proceso donde ostenta la condición de denunciante. Adicional a ello, tampoco se acreditó que tal comunicación hubiera sido debidamente conocida por el accionante.
Tales circunstancias, conllevan a pregonar a la Sala que en efecto por parte de la Fiscalía 8ª Seccional de Dosquebradas se incumplió con los requisitos jurisprudenciales para considerar como respondida de fondo y de manera congruente la solicitud elevada por el actor, por lo cual se accederá a amparar el derecho de petición que se observa quebrantado.

Ahora, en lo atinente al requerimiento elevado por el accionante a la Procuradora Delegada en Asuntos Penales, se aprecia que de este se dio traslado a las Procuradurías Judiciales Penales de Pereira, asignándose al Procurador 149 Judicial para atender el asunto, autoridad que elevó requerimiento tanto al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) para que allegara copia de la sentencia proferida en contra del señor LUIS EMILIO CORTÉS TABORDA, como al Director de Fiscalías para que indicara si en el sistema SPOA obra alguna denuncia que este formulara por falso testimonio. De tales labores se le comunicó al peticionario por oficio de noviembre 26 de 2018, por medio del cual se le expresó que una vez se le contestara lo requerido, se le daría respuesta definitiva a su reclamación.

Se observa que la petición que elevó el accionante ante dicho órgano de control, estaba encaminada a lo siguiente: (i) que se efectué una investigación al proceso en el cual resultó condenado; (ii) que se le brinde un informe detallado del trámite realizado por la Fiscalía con ocasión de la denuncia que formuló contra EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA por falso testimonio y falsedad en documento público; y (iii) que exista una vigilancia especial de la Procuraduría tanto al proceso donde resultó privado de la libertad, como a la denuncia por él instaurada.

Y para poder atender tal requerimiento, necesariamente la Procuraduría debía obtener datos previos, toda vez que en el escrito no existía información concreta acerca del juzgado que emitió la condena en su contra, ni mucho menos de la Fiscalía que tramita la denuncia impetrada. Precisamente ello motivó a la Procuraduría 149 Judicial II Penal a enviar requerimientos al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa -donde se profirió el fallo de condena-, así como a la Dirección de Fiscalías para conocer qué dependencia investiga la denuncia por falso testimonio.

En ese sentido se estima que la gestión delegada al Procurador 149 Judicial II Penal se cumplió a cabalidad, en tanto no solo se surtieron las diligencias que le fueron encomendadas, sino que de ello le comunicó al actor lo pertinente, por lo cual no se observa que se haya desatendido el derecho de petición, máxime que este no contaba con información clara y precisa de los asuntos que debían ser objeto de revisión.
Si bien es cierto la petición fue inicialmente enviada a una Alta funcionaria de la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales a nivel nacional, tampoco se le puede endilgar a la misma la desatención a ese derecho de petición, en tanto para la gestión de tales requerimientos se hacía indispensable la delegación en alguno de los Procuradores Judiciales Penales en esta región, con miras a la rendición del informe respectivo, el que posteriormente sería evaluados para establecer si en un determinado proceso podía existir la necesidad de una vigilancia, o de un agente especial.

De todas formas, en punto de la designación de un agente especial, como se infiere de lo requerido por el actor, tanto para el proceso donde resultó condenado, como para aquél donde funge como denunciante por falso testimonio
, se hace evidente que un pronunciamiento de tal naturaleza sí radicada en cabeza de la Procuradora Delegada en Asuntos Penales, para lo cual deberá contar con el informe que se rinda luego de la revisión de los procesos. 
En tal sentido, se sugerirá al señor Procurador 149 Judicial II Penal, si lo tiene a bien, efectuar una revisión de los asuntos a los que hizo mención el accionante, y a la vez enviar el informe respectivo a su Superior jerárquico, como autoridad que con tales insumos podrá determinar si en verdad se hace procedente o no lo solicitado por el señor CORTÉS TABORDA.
Finalmente, respecto al presunto quebrantamiento del derecho fundamental al debido proceso, la Sala no encuentra fundamento alguno, por cuanto las denuncias que fueron instauradas se encuentran en curso, en etapa de indagación, y si bien no se ha logrado avanzar en ese trámite, ello al parecer obedece al cúmulo de investigaciones que deben asumir las Fiscalías cuestionadas. No obstante, de estimar el accionante que se ha incurrido en una dilación injustificada en el diligenciamiento del proceso o en omisión alguna por parte de las Fiscalías donde se tramitan, puede acudir a lo reglado en el ordenamiento procedimental penal e incluso a la jurisdicción disciplinaria, si así lo considera, dado que no es el juez constitucional el llamado a remediar tal situación habida cuenta que su competencia es subsidiaria y residual, es decir, procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial.

Por lo antes mencionado, se tutelará el derecho de petición que le asiste al señor CORTÉS TABORDA y que se estima vulnerado por la Fiscalía 8ª Seccional de Dosquebradas.

En tal sentido, se ordenará a la titular de la Fiscalía 8ª. Seccional de Dosquebradas que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta decisión, le envíe una nueva respuesta al accionante con la exigencia que la misma sea clara, de fondo, y congruente con lo pedido, y se verifique que esta sea efectivamente recibida por quien la requirió.  

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición de que es titular el señor LUIS EMILIO CORTÉS TABORDA y que fuera desatendido por la Fiscalía 8ª. Seccional de Dosquebradas (Rda.).
SEGUNDO: SE ORDENA a la Fiscalía 8ª. Seccional de Dosquebradas, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo proceda a enviarle una nueva respuesta al accionante, esta vez de manera clara, de fondo y congruente con lo pedido, además de verificarse que la misma sea efectivamente recibida por el interesado.  

TERCERO: SE INSTA al Procurador 149 Judicial II Penal, para que, si lo tiene a bien, efectúe la revisión de las investigaciones que se tramitan por la conducta de falso testimonio con ocasión de la denuncia que interpuso el señor CORTÉS TABORDA contra EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA y JULIO CÉSAR MARÍN ESPINOZA, así como al proceso donde se profirió condena en contra del actor, y rinda informe a la Procuradora Delegada para Asuntos Penales.

CUARTO: SE INSTA igualmente a la Procuradora Delegada en Asuntos Penales de la Procuraduría General de la Nación, para que, de recibir un informe por parte del señor Procurador 149 Judicial II Penal de Pereira (Rda.), determine si en verdad se hace necesaria la constitución de una vigilancia especial o la designación de un agente igualmente especial en los referidos trámites.

QUINTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia T-368.


� Sentencia T-215A/11


�  Se trata en realidad de dos procesos que se surten por tal conducta, uno contra EDINSON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA, ante la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas y el otro frente a JULIO CÉSAR MARÍN ESPINOZA que tramita la Fiscalía 19 Local de Indagación de Santa Rosa de Cabal.
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